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En aras de contribuir con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en cuanto a la aportación de información que nutra la  generación de un Informe para la implementación del compromiso conjunto de la Asamblea General de las Naciones Unidas (UNGASS, por sus siglas en inglés) para abordar y contrarrestar eficazmente el problema mundial de las drogas en relación con los derechos humanos; la Defensoría del Pueblo de la República Bolivariana de Venezuela establece lo siguiente:

En lo concerniente a la implementación del compromiso conjunto de abordar y contrarrestar eficazmente el problema mundial de las drogas en relación a los derechos humanos, la Ley Orgánica de Drogas de la República Bolivariana de Venezuela (Gaceta Oficial Nº 39546 del 5/11/2010), expresa el compromiso de la República para abordar este problema y expone en sus disposiciones generales: “esta ley tiene por objeto establecer los mecanismos y medidas de control, vigilancia y fiscalización en el territorio nacional, a que serán sometidos los estupefacientes y sustancias psicotrópicas…” (art.1).

La República Bolivariana de Venezuela, a través de la Oficina Nacional Antidrogas (en adelante ONA) como órgano rector busca abordar y contrarrestar eficazmente el problema de las drogas a escala nacional; así lo establece el artículo 4º de la Ley Orgánica de Drogas (2010): “ (…) la Oficina Nacional Antidrogas es el órgano rector encargado de diseñar, planificar, estructurar, formular y ejecutar las políticas públicas y estrategias del Estado contra el tráfico ilícito y el uso indebido de drogas (…)”; la ONA es muestra del decidido esfuerzo del Estado venezolano para luchar contra las drogas pero además tiene en sus atribuciones garantizar los derechos humanos de las personas que consumen.

Por ende y en aras de defender los derechos humanos de las personas, en el artículo 5, numeral 2, de la Ley Orgánica de Drogas (2010) se establece que: “… el órgano rector tendrá las siguientes atribuciones: 2. Organizar, dirigir, controlar, coordinar, fiscalizar y supervisar, en el ámbito nacional, la prevención del consumo de drogas; el tratamiento, rehabilitación y reinserción social de la persona consumidora en coordinación con el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud; el combate al tráfico ilícito de drogas y el área operativa de las relaciones internacionales en la materia”. 

El Estado Venezolano a través de la Ley Orgánica de Drogas no solo busca reprimir la conducta punitiva de quienes incurren en estos delitos, tiene también como propósito contribuir con el desarrollo humano de aquellas personas que son víctimas del consumo de drogas, otorgándoles un trato adecuado y sensible como “enfermos” (síndrome de adicción a la droga) y personas con elevado factor de riesgo a consumir, y no como personas delincuentes. Con el propósito de garantizar el respeto a los derechos humanos de estas personas la ONA también tiene dentro de sus atribuciones “Diseñar, planificar, estructurar, formular y ejecutar programas de prevención del consumo de drogas; así como de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de la persona consumidora” (artículo 5, numeral 5, de la Ley Orgánica de Drogas, 2010).
  

El artículo 130 de la Ley Orgánica de Drogas (2010) establece las medidas de seguridad social, en la cual “El juez o jueza competente ordenará la aplicación del tratamiento de rehabilitación obligatorio, en un centro especializado, a las personas consumidoras…” buscando así: la reinserción social, seguimiento y servicio comunitario de la persona afectada, garantizando sus derechos humanos.
En concordancia con lo anterior y como órgano del sistema de justicia, el Ministerio Público de la República Bolivariana de Venezuela cuenta con “Unidades Psiquiátricas y Psicológicas de Atención Inmediata al Consumidor de Drogas”, cuyo principal objetivo es coadyuvar en las investigaciones realizadas por los Fiscales del Ministerio Público en materia contra las Drogas, mediante la práctica de experticias Psiquiátricas y Psicológicas de aquellas personas consumidoras, con el fin de sustentar la efectiva aplicación del procedimiento por consumo establecido en el artículo 141 de la Ley Orgánica de Drogas
. 

El Ministerio Público a través de sus fiscales especializados a nivel nacional y en aras de contribuir con los programas de prevención al consumo de drogas, ha dispuesto impartir talleres educativos e informativos en los planteles escolares a nivel nacional, así como a las comunidades que se encuentra debidamente conformadas por consejos comunales.

En este sentido, los Ministerios del Poder Popular con competencia en materia de educación y salud diseñan y desarrollan  programas de educación para prevenir el uso indebido de drogas, así como prevenir el  consumo de drogas (art. 25 de la LOD).

Con respecto al compromiso conjunto para abordar y contrarrestar eficazmente el problema mundial de las drogas en relación con los derechos humanos, la ONA, también tiene entre sus atribuciones, asesorar técnicamente al Ministerio de Poder Popular para Relaciones Exteriores en materia de drogas a escala mundial; Según el artículo 5º, numeral 17 de la Ley Orgánica de Drogas (2010) la ONA “debe promover, conjuntamente con el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de relaciones exteriores, convenios, tratados y demás instrumentos internacionales de cooperación, que fortalezcan los esfuerzos del Ejecutivo Nacional para prevenir el uso indebido, el tráfico ilícito, y en general los esfuerzos para combatir el problema mundial de las drogas”. 

El artículo 14º de la Ley Orgánica de Drogas (2010), establece que “El Estado venezolano a través de sus órganos competentes, promoverá y fomentará la colaboración, cooperación y coordinación internacional para la lucha contra el problema mundial de las drogas; en sus diferentes manifestaciones, así como los delitos conexos al tráfico ilícito de drogas, propiciando la suscripción de acuerdos interinstitucionales e intergubernamentales de cooperación, fomentando la participación de la República en foros bilaterales, regionales, birregionales y multilaterales que atiendan esta materia. El órgano rector y el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de interior y justicia, en coordinación con el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de relaciones exteriores, dará prioridad a este propósito.”
El Estado venezolano aborda y contrarresta el problema mundial de las drogas en zonas fronterizas a través de los componentes de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, así como con los servicios aduaneros, puesto que éstos están encargados de la prevención y represión del tráfico ilícito de drogas.
Asimismo, la Ley Orgánica de Drogas (2010), en su artículo 37º considera lícito el comercio, expendio, fabricación, refinación, transformación, extracción, preparación, producción, importación, exportación, corretaje, prescripción, posesión, suministro, almacenamiento, distribución, transporte, desecho, envasado, reenvasado, etiquetado, reetiquetado, préstamo, así como cualesquier otro tipo de transacción que involucre el uso o manipulación de estupefacientes, sustancias psicotrópicas y sustancias químicas, siempre que sean controladas y empleadas por personas naturales o jurídicas debidamente autorizadas por el Estado a través de sus órganos competentes, siendo ese el caso de las empresas farmacopólica. 

Por último, es necesario destacar que en el entramado jurídico venezolano la materia de Drogas tiene un tratamiento especialísimo al concederle a la ley que regula este ámbito el carácter de Orgánica, siendo esta esfera de suma importancia para nuestro gobierno que le otorga carácter estratégico a su control, regulación, fiscalización, represión y educación de acuerdo a los usos indebido y de tráfico que la delincuencia organizada nacional y transnacional pueden darle a estos productos.
� Igualmente, el artículo 11 del referido texto legal establece “el ejecutivo implementará un sistema público de atención y tratamiento de las adicciones, para el abordaje de la problemática de las adicciones en todo el territorio nacional, que contempla un modelo único de atención e intervención profesional sobre la base de la diversidad, características de la adicción y evolución individual del paciente, su familia y su entorno social a fin de garantizar desde su desintoxicación hasta su reinserción social definitiva”. 





� Ley Orgánica de Drogas. Procedimiento por consumo. Artículo 141. La persona que fuere encontrada consumiendo estupefacientes o sustancias psicotrópicas, y/o que se declare consumidor o consumidora, o posea tales sustancias en dosis  no superior a la dosis personal para su consumo, establecido en el numeral 2 del artículo 131 de esta Ley, a partir de su retención, será puesto inmediatamente a la orden del Ministerio Público, el cual solicitará al Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas, o a la Guardia Nacional Bolivariana que se le practiquen las experticias toxicológicas de orina, sangre u otros fluidos orgánicos, así como la experticia químico-botánica de la sustancia incautada. Una vez efectuados los exámenes indicados, el Ministerio público solicitará ante el juez o jueza de control, la libertad del consumidor o consumidora, al cual se le impondrá la obligación de presentarse ante un centro de rehabilitación especializado en tratamiento de drogas, hasta que se le practiquen los exámenes médicos, psiquiátricos, psicológicos y sociales (…)  
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